
98-A-22 

TlllHUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las trece horns con quince minutos 

del día dieciséis de noviembre de dos mil veintidós. 

Mediante resolución de f. 19 se ubrió a pruebus el procedimiento, delegándose Instructora para 

que realizara la investigación del caso, ofreciere y propusiere la prueba que estimase pertinente; en ese 

contexto, se ha recibido informe de la aludidu delegada, con el que incorpora prueba documentul (Is. 

26 ul 55). 

Considernndos: 

l. Rclución de los hechos 

Ohjeto del caso 

El presente procedimiento se trnmita contrn el señor Juan Dalton Martínez Pinedn, Síndico 

Municipal de Guuzapa, departamento de San Salvador, a quien se atribuye la posible infracción al 

deber ético de "Excwwr.\·e de inten•enir o participar en a.rnntos en los cuales él, .rn cónJ•11ge, 

conviviente, parie11tes dentro del cuarto grado de c:on.wmg11i11idad o segundo de t!finidml o .wcio, 

tengan alglÍ11 C:Ol?flicto de interé.\· ", regulado en el artículo 5 letra e) de la Ley de Ética Gubernamental, 

en lo sucesivo LEO, por cuanto entre los años dos mil veintiuno y dos mil veintidós, habria intervenido 

en la adopción de acuerdos municipules de nombramiento y contratación de su cuñada, lu señora  

, en puestos de trabajo en lu Alcaldía Municipal de Guazapa, entre ellos, los 

de Encargada de Recuperación de Mora -de forma remunerada y ad honorcm- , ·'Recuperación de 

Mora ad honorem" y Oficial de Acceso a la Información Pública. 

De.'iarrollo del procedimiento 

1. Por resolución de Is. 2 y 3 se ordenó la investigación preliminar del caso sobre los hechos 

objeto de aviso. 

2. En la resolución de Is. 15 y 16 se decretó la apertura del procedimiento administrativo 

sancionador contra el señor Martínez Pineda, y se le concedió el plazo de cinco dias hábiles para que 

ejerciera su derecho de defonsa y presentara las aleguciones y prueba que estimaru pertinentes. 

3. Mediante escrito de t: 18, el investigado realizó alegaciones sobre los hechos e infracción 

atribuidos. 

4. Por resolución de r. 19, se abrió a pruebas el procedimiento por el término de veinte días 

hábiles y se delegó a lnstruclora para la investigación de los hechos. 

5. En el informe de IS. 26 al 55, la Instructora delegada estableció los halluzgos de la 

investigación cfcc1uada e incorporó prueba documental. 

11. Omisión de la etupa de trnsludo 

El investigado, en escrito recibido el día doce de septiembre de dos mil veintidós (f. 18), 

expresa estar consciente de haber votado a fovor de la contratución de la señora  

 en los cargos que ella desempeñó en la Alcaldía Municipal de Guazapa, así como de la 

transgresión; que acepta la culpa respecto a dicho acto y ~e somete a lo que este Trihunul resuelva en el 

presente procedimiento. 

Al respecto, es necesario indicar que el m1ículo 156 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos, en adelante LPA, St!ñala que "Si iniciado un procedimiento sancionador, el infractor 
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reconoce su responsabilidad de fonna expresa y por escrito, se podrá resolver el procedimiento con la 

imposición de la sanción que proceda. Esta circunstancia será considerada una atenuante para la 

determinación de la sanción. Cuando la sanción tenga carácter pecuniario. se podrán aplicar 

reducciones de hasta una cuarta parte de su importe ... 

Asimismo. el artículo 158 N.n 4 de la LPA señala que transcurrido el pla1,0 concedido al 

supuesto infractor para aportar las alegaciones. documentos o informaciones y proponer la prueba que 

estime convenientes, y realizados los trúmitcs que fueran procedentes, el órgano cornpelenle diclarú la 

resolución definitiva en el plazo de quince días contados a partir de la última actuación. 

En ese sentido. habiendo reconocido el investigado su responsabilidad con relación a la 

conduela e infracción atribuida. con base en los artículos relacionados, esle Tribunal hu omitido la 

etapa de traslado en el caso de mérito. 

111. Fundamento jurídico 

/11kacció11 atribuida 

La conduela atribuida al señor Martíne7 Pineda se calificó como una posible iníracción al 

deber ético regulado en el artículo 5 letra c) de la LEG. 

Una de las obligaciones que la Convención lntcramcricana contra la Corrupción impone a los 

Estados partes es la aplicación de medidas dentro de sus propios sistemas inslitucionalcs, dcslinadas a 

crear. mantener y fortalecer normas de conduela para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento 

de las íuncioncs públicas. Estas normas dcbcnin orientarse a prevenir conflictos de intereses (arlículo 

111.1 Medidas preventivas. Convención lnlcramericana contra la Corrupción). 

También el Código Internacional de Conduela para los titulares de cargos públicos, emitido por 

la Asamblea General de las Naciones Unidas, estipula que un cargo público conlleva la obligación de 

acluar en pro del interés pí1blico, por lo que quien lo dcsempciie no debe utilizar su autoridad oricial 

para favorecer indebidamente intereses personales o económicos propios o de sus familias. 

En armonía con esas obligaciones convencionales y con los principios éticos de supremacía del 

interés público, imparcialidad y lealtad - artículo 4 letras a) d) e i) LEO-. el deber ético regulado en el 

artículo 5 letra e) de la LEG contiene un mandato claro y critegórico para los servidores estatales de 

presentar rnm excusa formal y ripartarse de intervenir en una decisión o procedimiento en los cuales le 

correspondería participar. pero en éstos su interés personal. el de su cónyuge, conviviente. parientes 

dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad o socios. entran en pugna con el 

interés público. 

El conflicto de interés se define como "Aquellas ·'·ituaciones en que el intercfa per.wnal del 

servidor ¡níhlico o sus pm·íe11te.~ dentro del cuarto grado de co11.w111g11i11idad y segundo de afinidad, 

entran e11 pugna con el i11te1·és público " articulo 3 letra j) de la LEG- . 

En términos generales, lo<; conflictos de interés son situaciones en las cuales la equidad y la 

imparcialidad requerida para la decisión pública se han perdido. 

En términos concretos, existe un conflicto de interés cuando un funcionario público obtiene un 

beneficio de manera ilegítima como resultado de una decisión que ha tomado en íunción de su cargo o 

competencias (Oc Michcle. R. "Los cm¡flic to.\· de interés e11 el sector ¡níh/ico. " Coalición por In 

Transparencia, Guatemala. 2004, p. 9). 
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En ese sentido, la excusu se erige como una herramienta mediante la cual el servidor público, al 

advertir un posible conflicto de interés, por iniciativa propia se separa de la tramitación de un asunto en 

el cual le corresponde parlicipar, evitando intervenir en el mismo, con el fin de garantizar la 

imparcialidad de sus actuaciones. Con ella se pretende proteger la imparcialidad y objetividad del 

servidor público, u lin de no poner en desventaja a los demás ciudadanos, quienes tienen derecho a 

recibir un trato igualitario, exento de valoraciones de índole subjetivas. 

En suma, la linalidad de la proscripción del articulo 5 letra c) de la LEO, es garantizar u todas 

las personas que los actos administrativos que emanan de las instituciones gubernamentales se 

gestionan de manera objetiva e imparcial, y que se orientan exclusivamente a la satisfacción de los 

fines que justifican la existencia de cada entidad esU!tal. En ese mismo sentido se pronunció este 

Tribunal en las resoluciones de las once horas con cuarenta y cinco minutos del día cinco de mur.1.0, de 

las dieciséis horas con treinta y cinco minutos del día veinticinco de marlO, de las ocho horas con 

cincuenta minutos del día veinte de agosto y de las quince horas con treinta y cinco minutos del día 

diecinueve de novíembre, todas de e.los mil veintiuno, y de las ocho horas con diez minutos del dla 

veintiocho de abril de dos mil veintidós, en los procedimientos reforencias 201-A-17, 100-D-18, 29-A-

19, 144-A-18 y 149-A-21 , respectivamente. 

IV. Pruehu recabucJa en el procedimiento 

En este caso la prueba que será objeto e.le valoración, por ser lícita, pertinente, idónea, necesaria 

y úti 1, es la siguiente: 

Recabada por el 1hbmwl: 

1. Certificación de hoja de impresión de datos e imagen del trámite de emisión del Documento 

Único e.le Identidad (DUI) e.le la señora , proporcionada por d Registro 

Nacional de las Personas Naturales (RNPN) [C 5). 

2. Copias simples de los Documentos Únicos de Identidad de las señoras  

 e  (Is. 1 O y 11 ). 

3. Original y copias simples de certificaciones expedidas por la Secretaria Municipal de 

Guazapa de los siguientes acuerdos emitidos por el Concejo de la misma localidad: i) N.º 3, de focha 

uno de muyo de dos mil veintiuno (Is. 12 y 13); nt'.1111eros 4 y 5, de focha tres de noviembre de dos mil 

veintiuno (C 13 vuelto y 14); y N.º 3, de focha veintinueve de junio e.le dos mil veintidós (C 61), 

mediante los cuales se decidieron los nombramientos de la señora  

como Encargada de Recuperación de Mora - remunerada y ad honorem- , y Olicial de Acceso a la 

Jnfornrnción Pública de la Alcaldía de la relCrida localidad; y ii) N.º 3, de focha veintisiete de julio de 

dos mil veintidós (f. 14 vuelto), mediante el cual se aceptó la renuncia de la señora , 

respecto a los cargos relacionados. 

4. Informes expedidos por la Secretaria y el Concejo Municipal de Guazapa, los dfos dieciocho 

y veinticinco de octubre de dos mil veintidós respectivamente, reforentes n que no se realizó trámite 

para la selección y contratación de la señora  en esa entidad (Is. 30, 56 

y 57). 

5. Copias certificadas por la Secretaria Municipal de Guazapa de las siguientes actas de 

sesiones del Concejo de dicha localidad: i) N.º 1 de techa uno de mayo de dos mil veintiuno (Is. 31 al 
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34): ii) N.º 16 de fecha treinta de julio de dos mil veintiuno (fs. 35 al 37), iii) N.º 30 de fecha tres de 

noviembre de dos mil veintiuno (Is. JR y 39): iv) N.º 37 de focha veintidós de diciembre <le <los mil 

veintiuno (fs. 40 al 42): y 1•) N.º 26 de fecha veintinueve <le junio de dos mil veintidós (f:c;. 58 al 60). 

que contienen acuer<los mediante los cualec; se decidieron nnmhrnmientos y conlrntaciún de la c;eílnra 

. como Encargada de Recuperación de Mora remunerada y ad 

honorem . Oíicial <le Acceso a la Información Pt'1blica y "Recuperación de Mora ad honorem'· <le la 

Alcaldía de la referida localidad. 

6. Constancia expedida por la .lefo de Recursos l lumanos de la J\lcaldia Municipal de Guazapa, 

el día diecisiete de octubre de dos mil veintidús, referente a que en el departamento que dirige no c;e 

encuentra aprobada documentación relativa a los procedimientos de selección y contratación de 

personal, ya sea por sistema de ley de salarios. conlratoc;. jornales o cualquier otro medio (f. 43). 

7. Certificaciones de partidas de nacimiento expedidas por los Registradores del Estado 

Familiar de Gmm1pa, departamento de San Salvador, y de San Vicente, departamento del mismo 

nombre (f~. 44 al 46), correspondientcc; a loe; seiiores .  

 y .luan Dalton Martíne7 Pineda. 

V. Vnlornci6n de la prucha y dccisi{Jn del cnso 

De conformic.Jac.l con lo dispuesto en el arliculo 35 inciso 5° de la LEG, las pruebas vertidas en 

el procedimiento se valorarún según el sislema de la sana critica, el cual se asienta en el principio de 

razonabilidad y obliga a que las 111i1ximas e.le experiencia consten en la molivacibn e.Je la rec;olución 

definitiva: a lin e.Je evidenciar cómo se lm alcanzado certeza de lo alirmac.Jo por las parles. 

El artículo 87 del Reglamento de In LEO (RLEG) establece que en el procedimiento 

administrativo sancionac.lor rige el principio de libertad probatoria. siendo admisibles todos los medioc; 

de prueba, que cumplen los requisitos de licitud, pertinencia. idoneidad, necesidad y utilidad: 

habiéndose realizado el juicio de admisibilidad y procedencia correspondiente. 

Aunado a ello. el artículo 106 incisos 1 º. 2° y 3° de la LP A, establecen reglas generales en 

cuanto a los medios probatorios, así: "( IJos hechos relevantes para la decisión e.Je un procedimiento 

podrún probarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho y será aplicable. en lo c¡ue 

procediere. el Código Procesal Civil y Mercantil.----Se practicarím en el procedimiento todas las 

pruebas pertinentes y útiles para determinar In verdad de los hechos. aunque no hayan sido propuestas 

por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. ----Las pruebas seri111 valoradas en forma 

libre. de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin embargo, para el caso de la prueba 

documental, se estará al valor tasado de la misma en el derecho procesal común". Y el inciso 6° e.Je la 

dic;po:-;ición legal citada prescribe que "l l]os documentos formalizados por los funcionarios a los que se 

reconoce la condiciún de autoridad y en los que. observándose los requisitos legales correspondientes 

se rec~jan los hechos constatados por aquellos. harún prueba de éstos salvo que se acredite lo 

contrario''. 

J\sí. en el presente caso. la prueba vertida es documental. In cual se configura dentro de los 

documentos pirblicoc; administrativos. que son los "v<ilidmnente emitidos por los órganos e.Je las 

Administracionec; Pitblicas: esto es los producidos por un órgano administrativo de acuerdo a las 
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formalidades exigidas en cada cuso" (Barrero, C., /.a Prueha en el Procedimiento Adminislrali\'O, 3" 

Edición, Editorial Aranzadi, Nnvarru, 2006, p. 336). 

Lo anterior, en concordanciu con los artículos 106 de In LPA y 331 del Código Procesal Civil y 

Mercantil (CPCM), éste último refiere que serán instrumentos p(1blicos "los expedidos por notario, que 

da IC, y por autoridad o funcionario p(1blico en el ~jercicio de su función pública"; cuyo valor 

probatorio, de confonnidml al artículo 341 del CPCM, constituye "prueba fehaciente de los hechos, 

actos o estado de cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como 

del fodatario o 11.mcionario que lo expide". En este sentido, es preciso acotar que la prueba documental 

vertida en el procedimiento, consta de originales, copias simples y certificadas de instrumentos 

emitidos por servidores púhlicos. 

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el trunscurso del procedimiento se ha establecido 

con certeza que entre los años dos mil veintiuno y dos mil veintidós: 

l. De la calidad de servidor público del investigado: 

. Desde el día uno de mayo de dos mil veintiuno el señor Juan Oalton Martínez Pineda se 

desempeña como Síndico Municipal de Guazapa, conforme a lo establecido en decreto N.0 2 emitido 

por el Tribunal Supremo Electoral el dla seis de abril de dos mil veintiuno, publicado en el Diario 

Oficial N.º 65, Tomo 431 del día nueve de abril del mismo año, en el cual se declararon firmes los 

resultados de las elecciones de Concejos Municipales efectuadas en dicho año, para el periodo 

comprendido entre los días uno de muyo de dos mil veintiuno y treinta de abril de dos mil veinticuatro. 

2. Sobre el vínculo de parentesco entre los sei'iores Juan Da//on lvlartínez Pineda y  

: 

Desde el día veintisiete de julio de dos mil ocho, dichos señores tienen una relación de 

parentesco de cuñados, y por tanto, un vinculo de segundo grado de afinidad, que se conforma de la 

siguiente manera : a) las señoras  e , son 

hijas de los señores  y  y, por tanto, hermanas; h) los señores 

 y .luan Dahon Martinez Pineda son cónyuges desde la focha 

relacionada; l~ los ~eñores  y Juan Dalton Martíncz Pineda, como 

hermana y cónyuge de la sefíorn , respectivamente, son cuñmJos. 

Lo anterior, según consta en: i) certilicación de hoja de impresión de datos e imagen del trámite 

actual de emisión del DUI de la señora , proporcionada por el RNPN (f. 

5); ii) copias simples de los Documentos Únicos de Identidad de las señoras  

 e l (Is. 1 O y 11 ); y en iil) certificaciones de partidas de 

nacimiento de las referidas señoras, expedidas por la Jefa del Registro del Estado Pamiliar de la 

Alcaldía Municipal de Guazapa (fs. 44 y 45). 

3. Sohre el mecanismo de abstención de A4iemhros de Concejos lv/1111idpales, en a.wntos en lo.'> 

que tengan cm,flicto de interés, pre11isto en el Código M1111idpal: 

El artículo 44 del Código Municipal exige a los miembros de los Concejos abstenerse de votar 

en determinados asuntos si e llos, su cónyuge o parientt:s dentro del tercer grado de consanguinidad o 

segundo de allnidad tuvieren interés personal en d negocio de que se trata, retirándose ele la sesión 

mientras se resuelve el asunto e incorporándose posteriormente a la misma. 
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Ade1rnís, el artículo 45 del mismo Código prescribe que cuando algún miembro del Concejo 

salve su voto. cc;tarú e:xentn de responsabilidad. dehié11dose hacer comtar e11 el acta 1·espectÍl'a dicha 

sal vedad. 

Cabe agregar que el artículo 51 N.º 1 de la LPA indica que los servidores públicos no podrún 

intervenir en un procc<limiento cuando incurran en la causal de absleneión de ser cónyuge de 

cualquiera de los interesados que intervengan en el mismo. 

4. Respecto a fo i11terve11ció11 del investiwulo en 11omhramie1110.\· y co11tralació11 de la seíiora 

 como Encargada de Recuperación de 1\fora - remunerada y ad 

lw11ore111 , q/iciol de Acceso a la il!f<,,·11wció11 />iih/ica y "Rcc11JJeració11 de Mora ad lumorem " de la 

Alcaldía A/1111icipal de Ci11azap<1' 

El señor .luan Dallon Martíne7 Pineda, en su calidad de Síndico Municipa l de Guazapa. 

intervino volando a fiwor en la adopciún de los siguientes acuerdos de nombramiento y contratación de 

la sefiora  .. para laborar en la Alcaldía de la referida localidad. emitidos 

por el respectivo Concejo Municipal: 

i) N. º 3. contenido en el acta N.º 1 de sesión ordinaria celebrada el día uno de mayo de dos mil 

veintiuno. en el cual se decidió nombrar a la scfiora  como Encargada 

de Recuperación de Mora. por un período de tres meses a partir de la fecha relncionada, según consta 

en copia simple de certificación expedida por la Secretaria Municipal de Guazapa del acuerdo 

relacionado (IS. 12 y 13): y en copia certificada por la aludida Secretaria de la referida acta (fs. 31 al 

34). 

ii) N.º L contenido en el acta N.º 16 de sesión extraordinaria celebrada el día treinta de julio de 

dos mil veintiuno, en el cual se decidió contratar a la señora  como 

Encargada de Recuperación de Mora, para el período comprendido entre los días uno de agosto y 

treinta y uno de diciembre de dos mil veintiuno, como se verifica en copia certificada por la Secretaria 

Municipal de Guazapa del acta relacionada (fs. 35 al 37). 

iii) Números 4 y 5. contenidos en el acta N.º 30 de sesión ordinaria celebrada el día tres de 

noviembre de dos mil veintiuno. en los cuales se decidió nombrar a la señora  

 como Encargada de Recuperación de Mora ad honorem y Oficial de Acceso a la Información 

Pública, respectivamente. a partir del día cinco del mismo mes y año. según consta en copia simple de 

certificación Je los reícridos acuerdos (fs. 13 vuelto y 14); y en copia certificada por la Secretaria 

Municipal de Guazapa del acta mencionada (fs. JH y 39). 

iv) N.º R, contenido en el acta N.º 37 de sesión extraordinaria celebrada el día veintidós de 

diciembre de dos mil veintiuno. en el cual se decidió nombrar a la sefiora  

 como Olicial de Acceso a la Información Pública y "Recuperación de Mora ad honorem". 

para el período cnmpremlidn entre los días uno de enero y treinta de junio de dos mil veintidós. como 

se verifica en copi:1 del acta relacionada, certilicada por la Secretaria Municipal de Guazapa (fs. 40 al 

42). 

1~ N.º 3. contenido en el acta N.º 26 de sesión extraordinaria celebrada el día veintinueve de 

junio de dos mil veintidós. en el cual se decidió nombrar a la señora . 

como Oficial de Acceso a la Información Pública y "Recuperación <le Mora ad honorem" por un 
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periodo de seis meses, comprendido entrn los díus uno de julio y treinia y uno de diciembre de dos mil 

veintidós, según se refiere en copiu del acta relacionada, cc11ificada por la Secretaria Municipal de 

Guazapa (IS. 58 al 60) y en certificación del citado acuerdo, expedida por la misma Secretaria (f. 61). 

Como yu se indicó con anterioridad, desde el día veintisiete de julio del año dos mil ocho los 

señores Juan Dalton Martínez Pineda y  son cuñados, por lo cual, desde 

lllH! perspectiva ética, el primero se encontraba inhibido de intervenir en la adopción de los aludidos 

acuerdos de nombramiento y contratación. 

Ahora bien, el señor Marlínez Pineda no se excusó de conocer, participar y volar en la 

adopción de lodos los acuerdos relacionados, seg(m se expresa en informe expedido por el Concejo 

Municipal de Guazapa el día veinticinco de octubre de dos mil veintidós (IS. 56 y 57). 

Por su parte, en el escrito de r. 18 el investigado manifiesta estar consciente de haher votado a 

favor de la contratación de la señora  en los cargos que ella desempeñó 

en la Alcaldía Municipal de Guazapa, así como de la transgresión, y que acepta la culpa respecto a 

dicho acto. 

Debe destacarse que, según informes de la Secretaria Municipal (L 30) de la Jefa de Recursos 

Humanos (1: 43) y del Concejo (Is. 56 y 57), todos de In Alcaldía Municipal de Guazapa, en esa 

institución no existe procedimiento de selección de personal, ni un ente encargado de realizar dicha 

actividad, por lo que no se realizó trámite para la selección y contratación de la seiiora  

, sino {fUe "el Alcalde recibió hojas de vida de las persona~ que optuban por el 

puesto" y lu correspondiente a la aludida señora la revisaron dicho funcionario y el Sindico Juan 

Dalton Marlínez Pineda, verilicando que cumplía los requisitos para ser contratada en el área de 

Recuperación de Mora. Posteriormente, el Alcalde propuso al Concejo en pleno la contratación de In 

seifora en referencia. 

En virtud de Jo anterior, al hacer una valoración integral de los elementos de prueba recabados 

en el procedimiento, se ha establecido que los días uno de mayo, treinta de julio, tres de noviembre y 

veintidós de diciembre, todas esas fochas de dos mil veintiuno, y el día veintinueve de junio de dos mil 

veintidós, el señor Juan Dalton Martíncz Pineda no se excusó e intervino en asuntos propios de su 

fünción de Síndico Municipal de Gunzapa, en los cuales tenía conllicto de interés, es decir, en los 

citados nombramientos y contratación de su cuñada, la señora , como 

Encargada de Recuperación de Mora - remunernda y ad honorcm- , Oficial de Acceso a lu Información 

Pública y " lkcuperación de Mora ad honorem" en la Alcaldía de la referida localidad. 

En definitiva, al no haberse excusado formalmente el señor Martínt:z Pineda, smo lmber 

int~rvenido en los nombramientos y contrntación relacionados, se perfila una correspondencia clarn e 

inequívoca entre ese comportamiento y la infracción al articulo 5 letra e) de la LEG. 

Ahora bien, la potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete, entre otros 

principios, ni de responsabilidad, regulado en el artículo 139 N.º 5 de la LPA, según el cual "sólo 

podrán ser .mncionado.\· por hechos co11.11tit111ivo.11 de i1rfim:c:ió11 las personas 11a111raJes y jurídicas que 

re.rnlte11 responsable.\· a título de dolo, culpa, o c11alq11ier otro tít11lo que determine la ley". 
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Por tanto. es exigible. conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga este 

Tribunal y cualquier otra autoridad administrativa- estén sustentadas. además, en la comprobación de 

un nexo subjetivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción. 

Este nexo "( .) se ¡mee/e ma11(fcstar como dolo. culpa. e incluso. para 1111 gru¡m de 

i11/i"at·cim1es ml111i11i.'ilmtil'(I.\. de110111i11adas ''.fim11ales ", a nivel de i11oh.'ier\1í111c:ia. Todas estas fiuwas 

de im¡mtacilm .rnNetiva. crmllewm el destierro de la re.vm11.mhilidad ol?ietivo co11 la que se sa11cio11a 

automática111e11te ¡mr la realiwcirí11 dl' 1111 /1ed10. 

E11 el orde11a111ie11to ¡urícbco .wll'tuloreiio. la hase de la exigencia de rc.vmn.m/Jilidad .wl?ietiva 

,\e encuentra en la mi.\ma C01nlit11ci<Í11. e11 el artículo 12. al mm1[féstar que "Toda persona a quien se 

impute u11 delito. se presumirá i11oce11fe mientras 110 se pruehe JI/ c11l1whilidad C01?fim11e a la ley ( .. .) ". 

Además. la Jurispruclencia com·tit11cio11al y co11tc11cio.m admini.\"/rativa son co11gr11entes al expresar 

que no puede haher smu.:iún 'iÍll cul¡mhílidad 

l'or ejemplo, la Salo de lo Colllencioso Admini.,·tmtil'O e11 la sentencia de rcJerencia J 76-2007 

ele fecha 13 de fehrero de 2017 expre.wí que "los 11rincipios límites a la potestad .wmcimuulom exiJJe11 

que la i1¡/i·acció11 (. .. ) se realice ya sea con illlcncián o por c:11l1m ". Asimi.\llW, la Sala ele lo 

Co11stit11cio11al en la resol11ció11 de re.ferencia 110-2015 de fecha JO de marzo de 2016 también indicó 

que: "en materia administrativa .wmcicmadora e.'i aplicah/e el principio 11111/a ¡mena sine culpa. lo que 

exc/1~re cualquier forma de respo11:wbilidcul objetiva. pues el dolo o culpa constit11ye11 1111 elemento 

luhico de lcH i1¡fraccio11es ad111i11istrativas .. (. .. ) 1 Sentencia pronunciada por el Juzgado Segundo de lo 

Contencioso Adminislrntivo de Santa Tecla. el día 29-Vlll-2018, en el proceso reforencia 00014-18-

ST-COPC-2CO 1-

Adcnuis. la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia 508-

2016 de focha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve. acotó que en materia administrativa 

sancionatoria, "(. .. ) las i11/i·accio11es pueden ser atribuibles a c:11alq11ier título de imputacifjn, sin que 

para ello se .f?ie una regla general o u11a exce11ciá11 /C:ircumtancia que, si .\·e cm1/ig11m en el derecho 

pe11al. por designio ah.mluto del lc}!.isladorf. l'or ello, corre.vJ<mderá al aplicador de la norma, 

adverlir si la i11fi·acciri11 que se analice puede ser atrihuida a títrdo de dolo o culpa( ... )". 

En ese orden de ideas. en el presente caso el señor Marlínez Pineda, como servidor público. 

conforme al artículo 5 letra e) de la LEO tenía el deber ético de excusarse y abstenerse de participar en 

los citados nornbrarnicnlos y contratación de su cuiiada como Encargada de Recupcraciún de Mora -

remunerada y ad honmcm- . Oficial de Acceso u la Información Pública y "Recuperación de Mora ad 

honorcm" de la Alcaldía Municipal de Gu:uapa, sin embargo, se ha comprobado mediante este 

procedimiento que no cumplió e,r;e deber. mm te11ie11do la ohligacián de co11ocerlo. 

De lo anterior, .se concluye que el <;c11or Mmiíncl' Pineda. al tener el referido deber claramente 

definido en la LEO. y la ohligación de conocerlo. actuó con dolo. omitiendo excusarse y parlicipando 

en lor; aludidos nombrnmientoc; y contratación de su cuñada. 

Por tanto. se ha acreditado la existencia del nexo sul~jclivo entre el sciior Marlínez Pineda y la 

conduela comprohada mediante c<;tc procedimiento que es típica y antijurídica conforme al artículo 5 

letra e) de la LEG·· por lo que se c;u<;tcnla la impo<;iciún de una sanción por la infracción cometida. 



VI. Sanción aplicable 

El Articulo 42 de la LEG prescribe: "U11a vez compmhado el inc11111plimie/lfo de los deheres 

éticos o la violación de las ¡wohihiciones éticas prevístm· en esta Ley, el 1i'ihunal sin pe1_'juicio de la 

re.\J)()l1Sabilidad ci11il, penal 11 otra a que diere lugar, impondró la multa respecti11a, cuya c1u111tía 110 

.\·erá inferior a 1111 salario 111í11i1110 mensual lw.\·/a un máximo de cuarenta salarios mínimos men.rnales 

11rlü1110.'> para el sector comercio. 

El 1i'ihwwl deberá imponer una sanción por aula i1~/i·acción comprobada". 

El artículo 97 del RLEO prescribe que para la fijación del monto de la multa se tom¡1rá en 

cuenta el monto del salario mínimo mensual para el sector comercio vigente en el momento en que se 

cometió la infracción. 

Pana determinar la sanción a imponer al señor Juan Daltun Martíncz Pineda es necesario tener 

en cuenta que incurrió en las conductas constitutivas de infracción al deber ético regulado en el artículo 

5 letra c) de la LEO, los días uno de mayo, treinta de julio, tres de noviembre y veintidós de diciembre, 

todas esas fechas de dos mil veintiuno, y el día veintinueve de junio de dos mil veintidós, es decir, de 

11u111era continuada. 

Las il~/im:c:io11es co111i111uula.\' son mw plumlidad de ilícitos homogéneos en/re .\'Í, il~/i'ingiendo 

el 111i.,·11w o semejallles precepto.\' admini.wratiwJs, <Jlle por 1111a ficción legal se tratan como una sola 

i1!fracció11 legal, a pesar que cada ilícito en .forma separada. podría ser una i1!/i't1cció11 independiente 

(se~tencia emitida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia - CSJ­

cn lecha 21-Vll-2017, en el proceso reforcncia 510-2014). 

Al rclcrirsc a cslc tipo de infracciones, cabe mencionar la denominac.Ja unidad 1ípic:a de la 

acción 11 omisión il!fi·actora, categoría jurídica del Derecho Adminislratil'o Sam.:ionador que exige la 

co11c111Te11cia de 1111 único acto de l'olunwd e11ct1111i11mlo a la realización de toda la dinámica injá1c1ora 

(NIETO, ALEJANDRO, "DEREC/10 ADMINISTRATIVO SANCIONADOR'', Ediloria/ TECNOS, 

Tercem Edición Ampliada, Madrid, 2002. Págs. -1-19-./50) [citado en sentencia pronunciada por la Sala 

e.le lo Contencioso Administrativo de la CSJ, en focha 5-Vll-2017, en el proceso reforcncia 338-2010]. 

En ese sentido, se estima que la infracción continuada al articulo 5 letra c) de la LEO por parle 

del investigado, establecida en este procedimiento, goza de unidad típica de la acción infractora, pues 

se advierte un único acto de voluntad por parte de él, que cumplió con los elementos constitutivos de la 

descripción típi1~a de la infracción al deber ético regulado en el citado artículo, es decir, un solo acto de 

voluntad encaminndo a establecer una relación laboral entre su cuñada y la Municipalidad de GuaLapa, 

no obstante esa acción se manifostó los días uno de mayo, lreintu de julio, tres de noviembre y 

veintidós de diciembre, todas esas fochas de dos mil veintiuno, y el día veintinueve de junio de dos mil 

veintidós. 

Dado que las infracciones continuadas cometidas por el inve!itigndo deben tratarse como una 

sola, corresponde aplicarles una ~ola sanción de multa, cuya cuantía, como se indicó al inicio de este 

apartado, se determina en atención al salario mínimo mensual urbano pura el sector comercio, vigente 

al momento en que se cometieron las conductas antiéticas. 

Ahorn bien, según el Decreto Ejecutivo N.º 6 de lecha veintiuno de diciembre de dos mil 

diecisiete, y publicado en el Diario Oficial N.º 240, Tomo 417, de fecha veintidós del referido mes y 
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aílo. el monto del salario mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente entre los meses. de 

mayo y julio de dos mil veintiuno. lapso en el que tuvieron lugar algunas de las conductas conslilulivas 

de infracción al deber ético regulado en el artículo 5 letra c) de la LEG. de parle del señor .luan Dallon 

Martíne7 Pineda. equivalía a trescientos cuatro dólares de los Estados Unidos de América (EE.Ul J. ) 

con diecisiete centavos (US$304. l 7). 

Por olra parle. conforme al Decreto Ejecutivo N.11 1 O de techa siete de julio de dos mil 

veintiuno. y publicado en el Diario Oficial N." 129. Tomo 432, de esa misma fecha, el monto del 

salario mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente entre noviembre de dos mil veintiuno y 

junio <le dos mil veinlidó<;. lapso en el que tuvieron lugar las otras conductas constilulivac; de infracción 

al deber ético regulado en el artículo 5 lelra c) de la 1.EG. de parle del señor Martíne1 Pineda. equivalía 

a trescientos c;esenla y cinco dólares de los FE.UlJ. (US$365.00). 

De manera que para la determinación de la mulla a imponer al investigado resultan aplicables 

los dos montos relacionados. sin embargo. se estima oport11110 .ffiar la multa o imponer co11 hase en el 

.wlarío mf11i1110 mensual 11rha110 para el sector comercio vigente d11rante el período co111pre11dido entre 

mwie111hre de dos mil veí11tí11110 y ¡1111io de d<H 111il vci11tidá.'i, por haber acaecido en este los liltimo.'i 

hecho.\· con.\·fit11fiPos de i1!/racc:iá11 ética. 

Oc conformidad con el artículo 44 de la LEG. para lijar el monto de la mulln el Tribunal 

considerará u no o nuís de los siguientes aspectos: i) la gravedad y circ1111sla11cias del hecho cometido; 

ii) el beneficio o ganancias obtenidas por el i11fi·aclor, .'ill c<i11y11ge. conviviel1fe, parientes o socio, 

como comec11e11cia del acto 11 omisi<Í11 co11slil11fivos de í1rfi·accián; íií) el e/mio ocasionado " la 

Admi11islrnciá11 Púhlica o a terceros pe1.f 11dinulo.'i; y ÍI~ la capacidad de pago. y la renta potencial del 

.wmcionado al 11wme11to de la i1!fi·acciú11. Estos son, pues, los criterios de dosimetría que deben 

valorarse parn que la sanción impuesta sea proporcional. 

En ec;le caso. los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la mulla que se le impondr:í al 

seílor Marlíne7. Pineda. son los siguientes: 

i) Re.'ipecto a la gmvedady circ1111sta11cia,'i del hecho cometido. 

La Sala de lo Constitucional de la CS.I ha señalado que "el gobierno democrático y 

representativo (arl. 85 inc. 1° de la Conslituciún) demanda de quienes son elegidos co_mo 

representantes del pueblo. un compromiso con este, en el sentido de que actúan en nombre o a favor 

( ... ) de todos los miembros que conforman la sociedad salvadoreña. y que por tanlo deben lomar en 

cuenta la voluntad y los intereses de la totalidad de sus representados ( ... ) Es decir. que a dichos 

funcionarios les corresponde cumplir con las fi.1nciones públicas específicas para las que han sjdo 

elegidos ( .. . ) con prevalencia del interés plihlico o general sobre el interés particular·· (sentencia 

emitida en el proceso de inconstitucionalic.lad rcf. 18-2014. el 13/Vl/2014). 

Es por ello que la conduela del señor.luan Dalton Martinez. Pineda. consistente en interven ir en 

los nombramientos y cuntrataciún de su cuílada en la ¡\ lcaldía en la cual ejercía autorida<l, entre los 

afios dos mil veintiuno y dos mil veintidós. constituye un hecho grave. pues siendo funcionario de 

primer grado tenía un compromic;o con la comunidad que lo designó de forma inmediata como su 

representante, en una votación directa que legitimó el ejercicio de sus funciones de Síndico y las 
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decisiones que tomaba respecto a ellas, las cuales debía ejecutar con objetividad, transparencia e 

imparcialidad, en consonancia con el mandato que le fue conforido popularmente. 

No obstanle ello, con los elementos probatorios recopilados se ha establecido que dicho 

li.mcíonurio abusó de ese mandato al orientar las potestades que le conlería su cargo de Síndico a 

procurar el nombramiento de su cuñada por parle de la Alcaldía que él representaba. 

La magnitud de la infracción comelidu por el señor Juan Dalton Murlínez Pineda deviene 

entonces de la naturaleza del cargo que ejerce y, por ende, de su nivel de responsabilidad y 

compromiso con la comunidad que representa, a cuyos inlereses debe servir, lo cual resulta anlagónico 

al aprovechamiento de ese cargo pura procurar los nombramientos y contrntación de su cuñada por 

parle de la institución en la cual ejerce autoridad. 

ii) El he11ejicio o ganancias obtenidas por la c:uí'íada del il?fi'ttc:lor, como c:onsec:uencia ele los 

ac/o.\' c:011slil11livos de tram·gresió11. 

El beneficio obtenido por la cuñada del infractor, a partir de las conduelas antiéticas 

establecidas en este procedimiento, consistió en que, durnnle el período comprendido entre lo!. días uno 

de mayo y cuatro de noviembre de dos mil veintiuno, desempeñó el empico de Encargada de 

Recuperación de Mora en In Alcaldía Munícipal de Ouazapa, por el cual percibíó remuneraciones 

mensuales de cuatrocientos dólares de los EE. UU. (US$400.00); y durante el período comprendido 

entre los días cinco de noviembre de dos mil veintiuno y treinta y uno de julio de dos mil veintidós, 

de9Cmpeñó el empico de Olicial de Acceso a la Información PC1blica en la misma institución, por el 

cual percibió remuneraciones mensuales de cuatrocientos cuarenta y dos dólares de los EE.UU. 

(US$442.00), según se verifica en: i) copias simples y certilicadas por la Secrelaria Municipal de 

Ouazapa de documentación que contiene los acuerdos mediante los cuales el Concejo de dicha 

localidad decidió los nombramientos y contratación de la señora  en los 

cargos relacionados, y el acuerdo mediante el cual se aceptó la renuncia de dicha señora a los 

mismos (Is. 12 al 14, 31 al 42, 58 al 61 ); it) constancia de servicios expedida por la Je fo de Recursos 

l lumanos de la Alcaldía de la referida localic.Jad (C 65); y en iii) informes de la Encargada de 

Presupuesto de la misma institución (Is. 66 y 67). 

iii) La renla polencial del stmcionmlo al momenlo de la i11/i'lu:c:iá11. 

Entre los meses de mayo de dos mil veintiuno y junio de dos mil veintidós, el señor MartineL 

Pineda, por desempcllarse como Síndico Municipal de Guazapa, percibió un salario mensual de mil 

dólares de los EE.U U. (LIS$ 1,000.00), como !.e verifica en: i) constancia expedida por la Jefa de 

Recur~os Humanos de la Alcaldía de la reforida localidad (f. 62); y en 1i) informes de la Encargada de 

Presupuesto de la misma institución {Is. 63 y 64). 

Por otro lado, el investigado ha reconocido de fr1rma expresa y por escrito su responsabilidad 

en la comisión de Ja infracción que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto en el artículo 156 de la 

LPA, ello es considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante para la determinación de 

la sanción. 

En consecuencia, en atención a la gravedad de la conducta del señor Juan Dahon Martíncz 

Pineda, al beneficio oblenido por su cuñada a partir de la misma, a la renta potencial del infractor y a 

que éste ~1ceptó su responsahilidad por los hechos e infracción atribuidos, es pcrtinenle imponerle a 
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este último una multa de un salario mínimo mensual urbano rmrn el sector comercio, de trescientos 

sesenta y cinco dúlarcc; de loe; IT.UU. (US$365.00). por la infracción al deher ético regulado en el 

artículo 5 letra e) de la LEG. cuantía que resulta proporcional a la infracción cometida según los 

parámetros antcc; dec;arrol la<loc;. 

Por lanto. con hase en los arlículo-; 1 y 14 <le la Constilución. 111. 1 y 5 de la Convención 

lnterarnericana contra la Corrupción. 1 y 7.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrnpciún. 5 lelra c). 37 de la Ley de f~tica Gubernamental. 95 y 97 del Reglamento de dicha Ley este 

Tribunal Rl~SUEL VI~: 

") Sm1ciá11a.\C al señor Juan Dallon Marlínez Pineda. Sindico Municipal de Guazapa. 

departamento de San Salvm.lor. con mm multa de trescientos sesenta y cinco dólnres de los Estados 

Unidos de América (US$J65.00). por haber infringi<lo el <leber ético regulado en el artículo 5 letra c) 

de la Ley de l~tica Gubernamental. en razón que entre los días uno de mayo de dos mil veintiuno y 

veintinueve de junio de dos mil veintidós. no se excusó y por tanto intervino en los nomhramientos y 

contratación de su cuñada. la setiorn , como Encargada de 

Recuperaciún de Mora remunerada y ad honorem . Oficial de Acceso a la Información Pública y 

"Recuperación de Mora ad honorem'" en la Alcaldía de la rcícrida localidad, por las ra1.011cs expresadas 

en el apartado V de esta resolución. 

h) Se hace saber al investigado que. de conformidad a los artículos 39 de la Ley de l~tica 

Gubernamental. 96 del Reglamento de dicha Ley. 104. 132 y 133 de la Ley de Procedimientos 

Administrativos. para la presente resolución se encuentra habilitada In interposición del Recurso de 

Rcconsideración, el cual es optativo para el agotamiento de la vía administrntiva; y de disponer su 

utilización, deberá presentarse dentro del plaw de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente 

a la notificación respectiva. 

Notiftquese. 

PRONUNCIADO POR 1 OS MIEMBROS DEL TRIBU~AL QUE LO SUSCRIBEN 

 . 
/ 
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